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Tribunal Ambiental de Antofagasta ordena 
al gobierno cumplimiento “forzado” de 
fallo a favor de proyecto Dominga 
El tribunal dejó sin efecto la resolución que anuló la RCA de Dominga y ordenó al Comité de Ministros 
emitir una nueva resolución en 10 días. El tribunal rechazó la excepción de pago del SEA. 

LEONARDO CÁRDENAS 

En una decisión adoptada este lunes en el 

marco del caso del proyecto Dominga, el Tri- 

bunal Ambiental de Antofagasta resolvió re- 

chazar la excepción de pago formulada por 

el Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) 

y ordenó al gobierno el cumplimiento in- 

cidental de la sentencia dictada el 9 de di- 

ciembre de 2024, que instruyó al Comité de 

Ministros pronunciarse sobre las reclama- 

ciones de los observantes PAC en contra de 

la Resolución de Calificación Ambiental 

(RCA) N' 161/2021 de dicha iniciativa mine- 
ro-portuaria. 

El fallo del Primer Tribunal Ambiental 

deja sin efecto la resolución que había anu- 

lado la RCA del proyecto Dominga, lo que 

implica que, por ahora, la aprobación am- 

biental del proyecto sigue vigente. Sin em- 

bargo, el Comité de Ministros debe reunir- 

se nuevamente en un plazo de 10 días para 

emitir una nueva resolución. Este fallo no 

evalúa el fondo del caso, sino que se enfo- 

ca en el cumplimiento de lo ordenado pre- 

viamente, reafirmando el concepto de cum- 

plimiento incidental, es decir, si la autori- 

dad cumplió o no con las exigencias del 

tribunal. 

Además, el fallo abre la posibilidad de 

apelación ante la Corte de Apelaciones de 

Antofagasta y, eventualmente, ante la Cor- 

te Suprema. El Tribunal concluye que el 

Comité de Ministros se excedió al abordar 

dos nuevas cuestiones que no formaban 

parte del fallo original, lo que implica un “in- 

cumplimiento a la sentencia”. Inicialmen- 

te, el Comité dictó una resolución que fue 

declarada ilegal en sedejudicial, por loque 

se le ordenó emitir un nuevo acto ajustado 

a derecho. 

Sin embargo, este nuevo acto -según el lau- 

do- no debía ser una oportunidad para vol- 

ver a revisar el caso, sino simplemente para 

cumplir estrictamente con la decisión ya to- 

mada por la justicia. 

“El cumplimiento forzado de una obliga- 

ción supone necesariamente la no ejecución 

en tiempo de una sentencia, como se ha ana- 

lizado en los considerandos precedentes, 

cuestión que, en esta etapa y tipo de proce- 

dimiento, no constituye una razón que in- 

valide el acto de reemplazo dictado por la re- 

clamada. Lo anterior, sin perjuicio de lo 

que se resolverá respecto del contenido o 

cumplimiento material de la resolución del 

Comité de Ministros”, consignó el fallo. 

La controversia se originó luego de que An- 

des Iron, titular del proyecto Dominga, so- 

licitara el cumplimiento incidental del fa- 

llo del 9 de diciembre de 2024, el cual orde- 

nó al Comité de Ministros dictar una nueva 

resolución dentro de un plazo de 15 días. Se- 

gún lo resuelto por el tribunal, la fecha lí- 

mite para cumplir con este mandato venció 

el 31 de diciembre de 2024. 

Pese a ello, el Comité de Ministros sesio- 

nó recién el 8 de enero de 2025 y emitió la 

resolución final el 14 de enero de 2025, lo que 

motivó la solicitud de ejecución forzada 

por parte de la empresa reclamante. En su 

defensa, el SEA argumentó que “el Comité 

de Ministros cumplió con el plazo estable- 

cido en la sentencia definitiva al haber se- 

sionado el 23 de diciembre de 2024, dentro 

del plazo establecido, y posteriormente el 8 

de enero de 2025, una vez despejadas las du- 

das sobre la integración con miembros no 

inhabilitados”. 

No obstante, el tribunal determinó que 

“el plazo conferido por el Tribunal para la 

resolución y dictación del nuevo acto admi- 

nistrativo de reemplazo venció el 31 de di- 

ciembre de 2024 y que la resolución exen- 

ta que finalmente se emitió “se dictó el 14 

de enero de 2025, es decir, 14 días después 

de expirado el plazo ordenado por el Tribu- 

nal”. 

En consecuencia, el fallo concluyó que 

“no resulta efectivo entonces que la senten- 

cia definitiva sea autosuficiente para enten-   

der por ejecutada una pretensión de ilega- 

lidad con su sola dictación, pues ante la li- 

mitación que impone el artículo 30 de la Ley 

N* 20.600, resultaba esencial el cumpli- 

miento de la obligación de hacer consisten- 

teenla dictación oportuna de una nueva re- 

solución exenta de reemplazo por parte del 

Comité de Ministros”. 

Por este motivo, el tribunal rechazó la ex- 

cepción de pago interpuesta porel SEA y or- 

denó la ejecución forzada de la sentencia. 

El fallo del tribunal estableció que el Co- 

mité de Ministros no cumplió con la senten- 

cia en el plazo fijado y que su decisión in- 

corporó argumentos no contemplados en la 

resolución original, lo que vulnera el prin- 

cipio de congruencia y la seguridad jurídi- 

ca del proceso administrativo. 

IMPARCIALIDAD 

Otro punto clave del fallo del Primer Tri- 

bunal Ambiental fue el análisis sobre la im- 

parcialidad de los integrantes del Comité de 

Ministros en la sesión del 8 de enero de 

2025. 

El tribunal revisó la participación de Julio 

Salas, quien asistió como ministro subro- 

gante de Economía, y de Ariel Espinoza, 

quien ocupó el cargo de subsecretario sub- 

rogante del Medio Ambiente y presidente de 

la sesión del Comité de Ministros. Andes Iron 

SpA y los terceros coadyuvantes cuestiona- 

ron su imparcialidad, argumentando que 

ambos habían intervenido previamente en 

la evaluación del proyecto Dominga, loque 

podría comprometer su objetividad. 

En el caso de Julio Salas, se señaló que en 

2022, cuando ejercía como subsecretario 

de Pesca y Acuicultura, recomendó una ca- 

lificación ambiental desfavorable para el 

proyecto. Según la reclamación, esta postu- 

ra previa podría haber influido en su deci- 

sión dentro del Comité de Ministros. 

Respecto a Espinoza, el laudo argumentó 

que habría respaldado un pronunciamiento 

del Ministerio del Medio Ambiente en di- 

ciembre de 2022, en el cual se cuestionaba la 

suficiencia de los antecedentes ambientales 

del proyecto. Su firma figuraba en un docu- 

mento que evaluaba aspectos técnicos, lo 

que llevó a los reclamantes a sostener que te- 

nía una opinión preestablecida sobre el caso. 

Sin embargo, el tribunal concluyó que 

ninguno de los dos funcionarios incurrió en 

una causal de inhabilidad. En el caso de Es- 

pinoza, determinó que su participación se 

limitó ala validación de un documento ad- 

ministrativo sin emitir un juicio técnico 

propio. En cuanto a Salas, el fallo estable- 

ció que su intervención en 2022 se dio en el 

ejercicio de una función administrativa dis- 

tinta, sin que ello implicara prejuzgamien- 

toen surol dentro del Comité de Ministros. 

EXCESOS 

El tribunal determinó que la nueva reso- 

lución del Comité de Ministros incorporó 

dos fundamentos adicionales para rechazar 

el proyecto Dominga, los cuales no forma- 

ban parte del pronunciamiento original 

anulado por la misma instancia. 

Según el tribunal, la decisión se basó en la 

supuesta exclusión de observaciones de la 

Conaf sobre la flora Algarrobilla y Pacul, 

además de la insuficiencia del Plan de Con- 

tingencias para enfrentar derrames de hi- 

drocarburos en la zona marítima del proyec- 

to. 

El fallo fue categórico al señalar que estos 

elementos no estaban presentes en la reso- 

lución impugnada en 2023, por lo que el Co- 

mité de Ministros habría excedido sus atri- 

buciones. 

El tribunal sostuvo que la decisión admi- 

nistrativa debía ajustarse estrictamente a las 

instrucciones judiciales y no reabrir aspec- 

tos que ya habían sido analizados o no re- 

clamados previamente, por lo que cuestio- 

nó la validez de la nueva resolución del Co- 

mité de Ministros.Q
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